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Prólogo


Fernando Cubides C.1


Este trabajo se suma a una fértil serie de publicaciones recientes, institucionales y no institucionales que, de modo concomitante con el proceso de negociación, firma de acuerdos y búsqueda de mecanismos de refrendación y de aplicación de lo acordado entre el gobierno y la más antigua de las guerrillas colombianas, ha salido a la luz en los últimos meses. Trabajos que procuran asimilar un volumen ingente de información, de pronunciamientos y declaraciones a caballo de los acontecimientos, recapitular la trayectoria de la negociación, su relación con los hechos, en suma, sopesar los alcances del proceso y predecir su rumbo inmediato, sus efectos. Como estimulados por la novedad de los acontecimientos que entraña una negociación a todas luces productiva, la mayor parte de quienes se dedican a la investigación social al publicar sus apreciaciones han asumido así el riesgo de la inmediatez, aplican diversas destrezas y ensayan juicios predictivos sobre las transformaciones institucionales a las que dará lugar dicha negociación. Y deben refinar su criterio para captar lo importante en esa avalancha de literatura, mezcla de las oficinas de propaganda y relaciones públicas y revelaciones sensacionalistas de la prensa rosa. Los historiadores del futuro no se podrán quejar en todo caso por la falta de documentación o de insumos analíticos sobre el actual período: abundan. Y por lo pronto, a juzgar por dicho florecimiento se puede decir que el proceso de negociación, su complejidad, sus flujos y reflujos, sus alternativas, y sus propias vicisitudes deja unos dividendos intelectuales netos.


Para el caso presente, tenemos enfoques distintos, aunque complementarios en el que se encuentra una recapitulación de los hechos principales como paso previo a la reinterpretación que proponen los autores. Para un especialista no habría novedades en los hechos de cualquiera de las recapitulaciones, para el lector no especializado resulta didáctico y necesario. Es el caso del capítulo de Ricardo García Duarte, que para sustentar su tesis acerca de la exclusión social y la conexión con la naturaleza de nuestro sistema político, así como los breves momentos en que pudieran haberse aproximado, se remonta hasta el republicanismo de comienzos del siglo pasado. Y en su recapitulación se sirve de los indicadores sociales, de los estudios que, con cierta periodicidad constatan los niveles de desigualdad social, hechos obstinados que ninguna de las políticas denominadas redistributivas ha revertido. Las series históricas sobre el comportamiento de la distribución del ingreso, y de manera más reciente, la serie de indicadores sociales construidos con el auspicio de agencias internacionales como el PNUD, desde que se elaboró el primer “Mapa de pobreza” –1987- son elocuentes al respecto. García Duarte construye además sus propios estimativos; no con un propósito determinista de explicar a la guerrilla, o su expansión por los niveles dados desigualdad (planteamiento harto superado) sino para ilustrar la dinámica de la guerra, las economías del esfuerzo bélico, el cumplimiento de sus metas estratégicas por parte de los contendientes irregulares, o el propósito de frustrar esa intención, de secar esa fuente, por parte de las fuerzas gubernamentales. En otros términos, la lucha por capturar los recursos que exige el esfuerzo bélico, o por frustrar ese propósito, y, en fin, un tipo de racionalidad que lleva a admitir por parte y parte que la negociación, al cabo, es una mejor opción. La argumentación que construye de modo paulatino adquiere vuelo teórico e implica novedades; sin que lo mencione de modo explícito, además de los autores que referencia en la bibliografía, se advierten los ecos del debate abierto por Thomas Piketty con su libro El Capital del siglo XXI a propósito de la desigualdad creciente y la exclusión social. Teniendo un punto de partida distinto, las conclusiones a las que arriba este análisis son del todo coincidentes con lo que de manera reciente, precisamente como uno de los textos preparados para la negociación de La Habana, ha formulado Daniel Pécaut: la existencia, y la persistencia de la guerrilla ha ocultado los niveles crecientes de desigualdad por la vía de atenuar y posponer la conflictividad social: una pluralidad de trabajos, de recapitulación, análisis y reinterpretación, como el que aquí se presenta, así lo pueden constatar.


Por su parte, Teófilo Vásquez, sociólogo y geógrafo, reconstruye el proceso, recapitula sus lineamientos principales representándose la desigualdad que se plasma en los desequilibrios regionales, procediendo de modo inductivo al rastrear el tipo de territorios en los que las FARC ha tenido presencia, su expansión y la lógica de la implantación que pudo adquirir en ellos, el grado de control que hubiera logrado, y su variación en el tiempo. Tenerlo presente, y claro en la conciencia colectiva es a su juicio el fundamento de la que ha dado en llamarse paz territorial, entendida de modo llano (o traducida a un lenguaje más prosaico) como un tratamiento preferente a las regiones y territorios en cuestión, el modo institucional de corregir los desequilibrios regionales patentes a lo largo de nuestra historia. García Duarte a su vez no escatima calificativos para designar la nuestra una de las desigualdades sociales más grandes del planeta, y una de sus manifestaciones evidentes, una “sociedad periférica, inestable, frágil y fragmentada”. Al emplear en su texto varios recursos y referentes literarios a lo largo de su exposición, y queriendo aglutinar en fin todos los componentes del problema por momentos evoca al poeta en su busca de “una fórmula definitiva y paradojal”. En tanto que Vásquez las emprende contra el trajinado lugar común de la “ausencia del Estado” y con nuevas herramientas lo que constata son las nuevas asimetrías que la propia prolongación del conflicto armado tendía a perpetuar, en sus palabras: “Lo que fue seguridad para las regiones más integradas del país fue absoluta inseguridad para las zonas menos integradas”


En el análisis de Vásquez, se nos presenta como una novedad absoluta, un modo de mirar la compleja relación entre lo local, lo regional y lo nacional: las escalas, o el análisis escalar, plasmado en mapas y gráficos. Valioso esfuerzo para captar los matices, el diverso grado de presencia y de control por parte de la guerrilla en las regiones en las que ha actuado, la aptitud que ha mostrado para adaptarse, y desarrollar tácticas específicas según las diversas características regionales, una clave de la expansión que logró de modo sostenido en las décadas del 8o y del 90 y llegó en su grado máximo hacia fines de los 90. Lo cual viene siendo un antídoto para las generalizaciones apresuradas, o las versiones simplificadas en exceso y las banalidades enfáticas propias de buena parte de las presentaciones periodísticas del problema. Habría que decir sin embargo que, aunque sin la misma precisión empírica, ese tipo de análisis matizado, atento a las singularidades locales como a las diferencias regionales se había iniciado y cuenta con varios precedentes desde que se difundieron los análisis minuciosos de las alternativas de la guerra irregular en países afines como El Salvador y se diera a conocer, y se aplicara para nuestro caso el trabajo pionero de Robert T Naylor: “The insurgent economy: Black market operations of guerilla organizations” (1993) y la perspicacia con la que pondera las diversas zonas: zonas de contención (a las que corresponde una actividad calificada como predatoria), zonas de expansión (en las cuales es una actividad parasitaria la que predomina) y zonas de control (de las que podría predicarse que se produce una simbiosis, una fluida y funcional relación de la guerrilla con la actividad que predomina). Los ejemplos que ilustran la fertilidad de un enfoque con tal sentido del matiz y así de sensible a las singularidades locales, a las diferencias regionales, y a los diferentes modos de relacionarse con las instancias nacionales son varios y consultables.


Vásquez conoce su oficio como que en el seguimiento y registro puntual de las movilizaciones sociales y las expresiones del inconformismo regional (que por lo general no suelen ser registrados o no en forma debida por los medios de comunicación convencionales de nivel nacional) adquirió su experticia en uno de los Centros de Investigación de mayor trayectoria en ese registro y análisis: el CINEP. La cartografía que elabora, y que complementa su análisis es ilustrativa y didáctica. En particular, es persuasiva su conclusión acerca de los corredores estratégicos, y cómo en ellos confluyen varias corrientes de ilegalidad, de modo protuberante la del narcotráfico. Su propósito de sintetizar todos los eslabones de la cadena, como sus variaciones en el tiempo, redunda en una afirmación audaz, aglutinante: visto en esa perspectiva, el narcotráfico es una etapa más de la economía agroexportadora. El debate está servido. Como seducido por la postura que llamara Weber “pequeño profeta asalariado por el Estado” la de un investigador que quiere tener injerencia directa en los acontecimientos inmediatos, Teófilo se esmera y es pródigo en recomendaciones: a los grupos armados, al Estado, y en fin a “la sociedad civil”.


En todo caso, como comprobarán quienes lean todos los capítulos, García Duarte y Vásquez ofrecen una lúcida orientación para que, en el desarrollo del libro, los autores del texto tengan antídotos suficientes contra ese conformismo que los lleve a aceptar sin parpadeo alguno toda versión oficial.


En sus respectivas recapitulaciones de la génesis histórica de la actual negociación, los autores, rastrean la relación entre la guerrilla de las FARC y las organizaciones afines, partidos coaliciones que han actuado en la legalidad, en forma principal, claro el Partido Comunista; siguiendo las alternativas de esa relación desde sus orígenes hasta lo más actual. Lo que en el lenguaje político significa indagar en qué momento afloró la tesis de la “combinación de todas las formas de lucha” sus alternativas, sus vicisitudes; y cómo en fin la guerrilla terminó fagocitando al partido. (Y acerca de lo cual, no todo está dicho) Óptimo habría sido, a mi juicio, un capítulo en el que hubiesen sacado del testimonio de un testigo de primera fila de ese intenso y rico debate que se llevó a cabo a lo largo de varias décadas en la propia cúpula del Partido Comunista, su Comité Central: me refiero al libro-reportaje de Álvaro Delgado “Todo tiempo pasado fue peor” (La Carreta Editores, Bogotá, 2007). Testimonio invaluable, de un leal y muy honesto miembro de dicho Comité Central, pero libro caído en desgracia para la izquierda bien pensante pues recibió un elogio temprano del intelectual uribista José Obdulio Gaviria, auténtico abrazo del oso. Lo indispensable es rescatarlo, y sacar pleno provecho de la información que allí se aporta en procura de una reconstrucción histórica integral de ese aspecto del problema. Que desde luego amerita una relectura, con beneficio de inventario de los primeros libros, de los tiempos de Marquetalia, de Jacobo Arenas y de Manuel Marulanda, leídos en clave de presente. Así como los historiadores de oficio que han abordado el período de Marquetalia tienen todavía una tarea pendiente: examinar los archivos desclasificados de la Secretaría de Estado de los Estados Unidos, y examinar con la minuciosidad debida las comunicaciones a sus embajadores durante ése período. (Con el debido crédito a César Ayala quien descubrió esa veta)


Se lo propongan o no, los autores avalan, sin pliegues ni reticencias, la política de paz del actual gobierno, su estrategia negociadora, los compromisos que suscribió en las sucesivas versiones del “Acuerdo Final”. Eso se percibe incluso en el tiempo verbal que emplean para designar a la guerrilla como organización militar: pretérito perfecto. Con un grado de optimismo que parece necesario para conjurar las incertidumbres de la coyuntura post-plebiscito. (Para ponernos, dechado de sutileza, en la onda que puso en boga los prefijos: pre-acuerdo, pre-concentración, post-conflicto)


Y una novedad absoluta, esa sí, de la que se hacen eco los autores, la sustentan a su vez, y aportan argumentos a su favor es la del Cierre de la frontera agrícola como un imperativo, una total necesidad de cara al futuro. Quienes llevamos muchos años trajinando la literatura sobre la cuestión agraria en Colombia a fuerza de leerla y de oírla (tengo presentes en particular varias publicaciones de Darío Fajardo) nos hallábamos del todo familiarizados con la expresión Apertura de la frontera agrícola, vista como algo positivo y necesario, en fin de cuentas como si se tratara de un horizonte ilimitado. Tal optimismo sobre los recursos naturales, su carácter ilimitado, ya no es posible suscribirlo, y pruebas al canto son entonces las sucesivas versiones del “Acuerdo Final para una paz estable y duradera”, por ejemplo:




Que a la transformación estructural del campo, y en particular al Cierre de la frontera agrícola, contribuyen los campesinos y campesinas y las comunidades indígenas, negras, afrodescendientes, raizales y palenqueras, y demás comunidades étnicas en sus territorios, con un ordenamiento socioambiental. Para ello es necesario el reconocimiento y apoyo a las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) y demás formas de asociatividad solidaria” (Como se puede leer en el párrafo 11 del 1er. Punto, en la primera versión del “Acuerdo Final…”).





Y más adelante, en el apartado numerado como 1.1.10, más taxativo aún, se acuerda:




1.1.10. Cierre de la frontera agrícola y protección de zonas de reserva: con el propósito de delimitar la frontera agrícola, proteger las áreas de especial interés ambiental y generar para la población que colinda con ellas o las ocupan, alternativas equilibradas entre medio ambiente y bienestar y buen vivir…” Y procede enseguida a enumerar las condiciones y compromisos para que eso sea posible.





Todo ello apunta claro al primer punto del Acuerdo, tal vez el de mayor sustancia, la Reforma Rural Integral, pues viene siendo la tácita admisión de que los procesos colonizadores que han afectado ecosistemas frágiles como los de la selva amazónica, no son viables a mediano plazo, y han sido una válvula de escape que postergó el debate sobre el uso adecuado del recurso tierra en otras regiones. Tierra óptima para la agricultura, por ahora praderizada, dedicada a la ganadería extensiva. Y en ese contexto, propender por el cierre de la frontera agrícola es realista, significa rendirse a la evidencia sobre el estado de los ecosistemas y la diversa calidad de los suelos.


Y es del todo lícita y bien fundada la aspiración de los autores a que el presente libro enriquezca el debate público sobre una cuestión cardinal tanto por su contenido, como por la audacia y el modo directo en que se hace la argumentación.


Diciembre de 2016




Introducción


Los pendientes de la paz


Colombia, país de contrastes, paradojas y resultados marcados por las incertidumbres y la volatilidad de sus actores políticos, económicos y sociales. En la década de los 90, el país avanzó sin mayores reflexiones a las indicaciones del entonces presidente César Gaviria, quien en su momento expresó “Bienvenidos al futuro”, sin contemplar que dicha bienvenida necesariamente implicaba arrastrar con los problemas estructurales, sistémicos y cotidianos de una sociedad unido a la fuerza por unas minorías que decidieron qué era lo que debía llamarse nación.


Aunque se puedan objetar los métodos de dicho avance al futuro, lo cierto es que nuestro país se entregó a las nuevas tendencias económicas —se adaptó al neoliberalismo sin tener un modelo industrializador sólido—, políticas —incorporó nuevas tendencias partidistas que intentaban dejar las funestas prácticas del frente nacional—, jurídicas —formuló una Constitución progresista, descentralizadora e incluyente— y sociales —generó acelerados procesos de urbanización y fortalecimiento de la clase de media—.


Las medidas descritas beneficiaron a unos sectores de la sociedad colombiana, pero afectaron también a otros tantos ciudadanos que no estaban preparados para enfrentar los embates progresistas que se proclamaban como elocuentes discursos que carecían de bases sociales y voluntad política. Así fue que las promesas de la apertura económica terminaron arrasando los discretos proyectos productivos, en especial del sector agrícola; las tendencias partidistas aprovecharon la ausencia del Estado en buena parte del territorio para cooptar a la sociedad a través de prácticas clientelistas, la organización de estructuras mafiosas y alianzas burocráticas con las viejas maquinarias del bipartidismo; asimismo la Constitución del 91 entusiasmó con las promesas de la regionalización del país, pero llegó hasta cuando la carencia de instituciones, la desidia del Estado y las múltiples demandas de los sectores menos favorecidos de las regiones, no representaban votos o recursos económicos de fácil extracción. En ese escenario, llegó la costumbre y de a poco el país volvió a ser el mismo de la “Patria Boba” del siglo XIX.


Pero aún peor que una sociedad que se acostumbra a vivir cien años de soledad, es tener que coexistir con actores ilegales que también sufrieron un proceso de transformación y de readaptación a las nuevas dinámicas de finales del siglo XX. La visión cortoplacista de las élites consideró que dicho cambio acorralaría a las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC), quienes hasta hoy son juzgadas de permanecer anquilosadas en los discursos comunistas. Pero, tal vez sea más preocupante que las élites creyeran que este grupo armado se había quedado en aquella guerrilla de campesinos que lucharon contra los ataques del ejército en la década de los sesenta. Así como cambiaron las ciudades, el mundo y las economías, las Farc también incorporaron nuevos hombres que tuvieron la oportunidad de tener otras visiones de vida y que en la mayoría de casos, aprovechando las prolongadas ausencias del Estado, aprendieron a conocer el territorio, a causar miedo a los habitantes en algunos casos, y en otros, a ganar espacios de legitimidad.


Las guerrillas cambiaron y dejaron de ser un movimiento de discursos para convertirse en un actor armado ilegal que se insertó en la vida cotidiana de las regiones poniendo en jaque las estructuras tradicionales de la guerra. El gobierno de Álvaro Uribe Vélez, sin duda alguna, derrotó a las Farc en el plano militar, y cuando algún general de aquella época promulgó “El fin del fin”, salieron de inmediato las voces triunfalistas que se entregaron de manera desmedida a una eufórica fiesta que cantaban al unísono el triunfo de los espíritus guerreros. Pero el guayabo llegó tiempo después, pues la derrota militar era solo una de las cabezas a derrotar en un país sumido en la informalidad de sus modelos económicos y políticos.


Así como los llamados “ciudadanos de bien” aprendieron de otros mundos, incorporaron la cultura digital y se adaptaron a un mundo dominado por la ambición del mundo financiero, las Farc —y demás actores ilegales, llámense paramilitares, narcotraficantes, bandas criminales— también tomaron la lección, y paralelo al ejercicio de violencia, aprendieron a hacer pedagogía en las comunidades rezagadas, crearon páginas web, emisoras de radio, redes sociales para defender su causa y hasta estrategias para movilizar sus recursos económicos y guardar estricta confidencialidad sobre los orígenes de sus finanzas o de sus benefactores —asunto que hasta el día de hoy supone y supondrá todo un misterio por revelar o especulaciones sin sustentos que permitan emprender procesos judiciales—.


No hay que llamarse a engaños y entender que el gobierno Santos no tuvo la firme intención de “traicionar” a su predecesor y mentor. Tan solo identificó que combatir a las Farc desde el plano militar no era suficiente, y que sin decirlo de manera abierta había llegado la hora de darles un reconocimiento político, pues buena parte de las regiones están invadidas por las formas de organización social que las Farc han logrado implementar y que para el Estado nunca significó grandes preocupaciones, pero que ahora ve con otros ojos ante la necesidad imperante de impulsar un modelo económico que a gritos pide no depender de las efímeras bonanzas del petróleo, el café o uno que otro recurso mineral.


En este sentido, la motivación de este libro apunta hacia esta dirección. Estamos ante un momento crucial para la historia del país, no tanto porque se firme o no un acuerdo de paz, lo cual es importante, pero no es lo fundamental. De lo que se trata aquí, es del reconocimiento explícito que se le ha dado a la importancia de repensar las estrategias con las que se había considerado solucionar el conflicto, muchas de ellas reducidas a la obsesión por militarizar a la sociedad o al extremo de ser permisivos ante las peticiones de los actores armados ilegales.


El asunto es mucho más serio, negociar con la guerrilla de las Farc no tiene como fin dar o no gusto a un interés político o personalismo carismático, de lo que se trata en últimas es de avanzar en una sociedad que debe procurar sus mayores esfuerzos para que su crecimiento económico y social no dependa de la procedencia legal o ilegal que se tenga que hacer para lograr los objetivos propuestos. En otras palabras, este país ha demostrado que la legalidad no es una exigencia necesaria para la vida cotidiana ni para la satisfacción de necesidades básicas de la población, incluso, buena parte de las regiones del país han terminado por asumir que la violencia es un requisito doloroso, pero a veces ineludible para mantener una estructura de privilegios y prebendas.


Por esa razón, el reto no es otro que asumirnos como sociedad y comprender que esta expresión proporcional de un crecimiento económico con actores ilegales que se adaptan a dichas demandas y se insertan en el modelo, debe desaparecer del país, siempre y cuando exista voluntad política y espíritu para llegar a esas regiones que no han vivido, sentido o presenciado las bondades del Estado de Derecho. Nada más perjudicial para estas regiones que luego de firmada la paz, sufrieran un proceso de neocolonización de países con alto desarrollo económico, que vengan a extraer recursos, ofrecer empleos temporales y capitales golondrinas. Lo que se necesita, por el contrario, es que la institucionalidad política aparezca para demostrar que las estructuras ilegales no son adecuadas para promover valores democráticos, respeto por el otro y equidad en el acceso de oportunidades.


Como académicos, los firmantes de cada uno de los textos que estructuran este libro, coinciden desde visiones diversas en que la firma de la paz tiene desafíos complejos, pero no imposibles de realizar, si se tienen en cuenta distintos factores, que de lo contrario, nos devolverá a ciclos más complejos de violencia, como los que ya ocurrieron en la improvisada desmovilización de los grupos paramilitares hace una década. Acabar la expresión proporcional y retarnos a una expresión invertida, donde la paz sea apenas un paso y el posacuerdo el escenario propicio para trabajar entre todos por la neutralización de la ilegalidad; pero sobretodo transformar la desconfianza generada por tanta frustración o promesas incumplidas por parte del Estado Central, las élites políticas y sectores de la ciudadanía, que ante las posibles comodidades del crecimiento económico, han sido indiferentes a los que no han sido tan afortunados o no han tenido los entornos propicios para mejorar sus niveles de vida.


El proyecto y la estructura del texto


Al lector del presente texto se le hace necesario recordar que el mismo constituye el segundo resultado de exploración de lo que, dentro del Instituto para la Pedagogía, la Paz y el Conflicto Urbano de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas (IPAZUD), se ha pensado como el desarrollo de un programa de investigación a propósito del análisis y reflexión sobre el conflicto armado interno en Colombia2.


En esta segunda entrega, el objetivo planteado por el proyecto de investigación consistió en realizar un análisis del impacto de las instituciones estatales y el modelo socioeconómico en el nacimiento, desarrollo y degradación del conflicto armado en Colombia, y cómo estas podrían incidir en un escenario de posconflicto. En otras palabras, se trata de establecer las dinámicas, obstáculos y retos de la articulación entre instituciones estatales y modelo socioeconómico, como variable fundamental para la comprensión de la naturaleza del conflicto, de las estrategias de sus actores y para la búsqueda de una salida negociada y su tránsito a escenarios de posconflicto.


La motivación científica para plantear esta segunda etapa de proyecto de investigación —en perspectiva de programa de investigación—, reside en la necesidad no solo de atender a las causas objetivas de un enfrentamiento armado, sino también, comprender cómo su resolución exige de manera irremediable el involucramiento de todos los actores sociales.


En este sentido el proyecto, más allá de buscar culpables, indaga sobre las responsabilidades que distintos actores pueden asumir si es que se busca un compromiso eficaz y verificable en la construcción de paz; entre estos se destacan las instituciones estatales, encarnadas por actores políticos, económicos y sociales, quienes en espacios y tiempos específicos determinan la orientación que dichas estructuras tendrán en el momento de incidir en los lugares y poblaciones donde hacen presencia. Lo mismo sucede con el modelo socioeconómico, que lejos está de ser ajeno a factores inscritos por fuera del marco de la institucionalidad y donde la competencia por la extracción, movilización y aprovechamiento de los recursos suscita todo tipo de intereses, conflictos y complejas contradicciones.


Por esa razón es casi imposible negar que si bien la acción armada ha sido causante de la desestabilización estatal, tampoco se puede obviar que en ese camino y por múltiples motivaciones (miedo, omisión, conveniencia o convicción), las estructuras legales han contribuido a favorecer prácticas en las que no hay espacio para el debate, la deliberación y el consenso. De lo que trata entonces este proyecto, es de encontrar tendencias, rutas y posibles propuestas para repensar los marcos institucionales y modelos socioeconómicos que debemos construir en un posible escenario de posconflicto.


De acuerdo a lo anterior, es preciso aclarar que la novedad de este proyecto no reside en la presentación de instrumentos concretos para ejecutarse en una población específica o ser validada en modelos cuantitativos o cualitativos —pese a que uno de los artículos que hace parte del mismo desarrolló un ejercicio en esta vía—. Su pertinencia se justifica en la necesidad de seguir aportando desde la academia a la búsqueda de propuestas y alternativas que garanticen el complejo escenario que vendrá cuando tarde o temprano se decida poner fin al ciclo de enfrentamientos entre fuerzas militares y grupos armados ilegales, en donde los acuerdos quedarán en el papel si no existe un marco propicio de actores, instituciones y prácticas sociales que garanticen su ejecución.


Para responder a este reto el proyecto de investigación no ofrece un manual de rediseño institucional, sino que busca una reflexión histórica que nos ubique en el momento coyuntural y visualizar el futuro de los mínimos que deberían tenerse en cuenta si es que queremos la reinserción a la vida civil de los combatientes, la moderación en la resistencia de grupos sociales a las salidas negociadas y la excesiva centralización en el momento de pensar el posconflicto. Así pues, la presentación de los resultados de este proyecto está dirigido a la organización de espacios de interacción en el que distintos actores puedan debatir sobre los roles que a su juicio consideran pueden desempeñar no para solucionar el conflicto, pero sí para frenar sus impactos y consecuencias, si es que se quiere reconstruir el tejido social.


La propuesta entonces consta de un libro dividido en cinco partes. En la primera, “Conflicto armado: aproximación a una historia de paradojas”, Ricardo García Duarte realiza un amplio recorrido por las distintas etapas y mutaciones de un conflicto, en el que se encarga de demostrar cómo este terminó siendo un elemento inquietante, pero tolerable en el momento de proyectar el crecimiento económico y político en el país, tesis que es la columna vertebral para los capítulos que se desarrollan a lo largo de este trabajo investigativo. Al final, se trata de cuestionar cómo dichos avances solo son producto de prácticas democráticas restringidas y modelos excluyentes, que beneficiaron a los sectores sociales que estaban cerca del poder central y que establecieron otros modelos ilegales de sociedad en zonas periféricas que nunca interesaron al Estado.


La segunda parte, “Construir y territorializar la paz”, expone tres trabajos. Teófilo Vásquez, presenta un panorama detallado de las implicaciones de pensar la paz desde una perspectiva regional y atendiendo a dos supuestos claves: el conflicto armado colombiano no se distribuye homogéneamente ni en el tiempo ni en el espacio; y dos, la inserción, asentamiento y expansión de los actores armados que no sucede en territorios y espacios vacíos. El trabajo de Omar Gutiérrez pone la lupa de las dos premisas propuestas por Vásquez, para trabajar los casos de Arauca y Meta, regiones que ratifican el cuestionamiento realizado en anteriores párrafos: zonas marcadas por el olvido y que constituyen hoy especial atención porque son centrales en el momento de convertirse en un auténtico ejemplo de los éxitos o fracasos del posconflicto. Frente a los retos expuestos por Gutiérrez, la investigación de Juan Carlos Sánchez añade con tono escéptico, pero argumentos inquietantes, que un escenario de posconflicto tardará años en reestablecer el tejido de confianza en los procesos comunitarios y, sobre todo, en transformar las memorias sociales, ancladas en buena parte a la consecución de rentas, intereses y privilegios, sin importar la existencia o intereses del otro.


La tercera parte, “Desactivar el conflicto: drogas, fuerzas armadas y modelo económico”, comienza con el texto de Ricardo Vargas, quien realiza un panorama de los discursos y enfoques de política pública destinados a combatir la economía de las drogas ilegales. Vargas asegura que todos estos enfoques, si bien han tenido éxitos parciales, deben ser reformulados de cara al posconflicto y con una estrategia que no se concentre en las leyes de la oferta y la demanda, sino en las alternativas que se ofrecen para tener otros proyectos productivos. Por su parte, Andrés Castiblanco aborda el papel del Ejército colombiano, pero desde una perspectiva diferente a los estudios de seguridad y defensa, esta es, la imagen que proyectan desde sus campañas publicitarias y que apuntan a crear una imagen menos belicista e integrada al discurso de una paz en la que exigen de manera persuasiva ser incluidos, como héroes y responsables de la derrota militar de la guerrilla de las Farc. Para cerrar esta sección, Claudia Pico señala en sintonía con los argumentos de García Duarte, que es imposible ignorar el modelo económico, y que por el contrario, se debe prestar atención a la constante histórica de la convivencia entre legalidad-ilegalidad, o lo que la autora denomina “dualismo estructural”.


La cuarta parte, “Actores sociales y pedagogía en la comprensión de la paz”, convoca entre la multiplicidad de sectores sociales disponibles para el análisis, a tres que se consideran necesarios para movilizar transformaciones de largo aliento: jóvenes, niños y docentes. En el caso de los jóvenes, Mauricio Hernández y Jaime Wilches, realizan un ejercicio pedagógico en el que encuestan a 500 jóvenes de universidades públicas y privadas en la ciudad de Bogotá, con el objetivo de identificar hasta qué punto las percepciones del conflicto armado provienen no solo del desconocimiento, sino también de los prejuicios y de la indiferencia, propios de una generación urbanizada y que se siente parte de la paz, pero ajena a los costos que esta supone. Para abordar el caso de la infancia, la investigación de Absalón Jiménez hace un alto en el camino e invita a pensar, que contrario a la infantilización con la que se han criado los niños de las áreas urbanas, existe otro sector de niños que han sufrido los rigores del conflicto armado y con ello impactado en las visiones y proyectos de vida que tienen como jóvenes, ahora obligados a reintegrarse en una sociedad civil que los mira con desconfianza. En la perspectiva docente, el documento de Robert Ojeda explora las distintas dimensiones que tienen maestros y educadores en el momento de construir la memoria del conflicto armado, no como una lucha ideológica, sino como una salida a la interpretación de la historia y su reflexión desde una política basada en el respeto a la diferencia.


La quinta y última parte, “La comunidad internacional en la paz: experiencias y aprendizajes”, indaga sobre las experiencias del pasado, las tareas del presente y los aportes del futuro en un escenario donde la comunidad internacional tendrá un papel clave, no solo como un posible interesado en los recursos económicos, sino también como un garante de políticas destinadas al fortalecimiento de la democracia. Hugo Guerrero y Yanitza Giraldo exploran el papel de la Unión Europea con los Laboratorios de Paz y cómo pueden refrescar los ambientes tensos con actividades y tareas que se inserten en la vida cotidiana de la población civil. Para cerrar, Viviana García realiza un estudio comparado de los casos de Guatemala y Salvador, para fortalecer programas enfocados al respeto de los derechos humanos y la desmilitarización de la sociedad, en favor de una democratización, no solo representada en escenarios electorales, sino en espacio de participación, propiciados desde los mismos sectores sociales antes excluidos del espectro político, o neutralizados por medio de las armas o la eliminación sistemática de sus estructuras organizacionales.


El esfuerzo de este libro se resume en la capacidad de reflexión y compromiso de los autores, quienes apuestan por una paz en la que la firma de los acuerdos es un paso necesario, pero que no debe llamar a engaños ni falsas expectativas, pues la no materialización nos hará volver a épocas de frustración, donde los compromisos quedaron resignados ante la ausencia de liderazgos y movilización social. La academia, y en particular la Universidad Distrital Francisco José de Caldas y su espacio de investigación, representado en el apoyo constante e incondicional del Centro de Investigaciones y Desarrollo Científico (CIDC) y del Ipazud, mantienen firme un compromiso que se traduce en la realización de estos proyectos colectivos, que mantienen la visión por una construcción de paz con rigor académico, reflexión crítica e imaginación sociológica. Por cierto, la presente investigación ha sido dirigida por el Grupo Representación, Discurso y Poder (Categoría B, Colciencias).


Valdría la pena resaltar como parte de este férreo compromiso con el tema de la paz por parte de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas y en particular por parte del Ipazud, la evidencia que quedó reflejada al ser una de las pocas instituciones que, de manera directa, se hizo partícipe de la mesa de negociaciones en La Habana al reunirse con parte del equipo de negociadores en abril de 2016.


Con iniciativas de este orden —participación en el proceso de negociación— y la producción de resultados como el texto aquí presentado, se evidencia que es posible incidir en la realidad política y educativa del país, esperando que hacía futuro esto se vea reflejado en una tercera y última fase de este programa investigativo reflexionando con más detalle sobre la realidad y los retos del posacuerdo. Esperamos que para ese entonces los investigadores que se vean convocados a esta labor, ocupen un situación disímil a la hoy vivida; esto es, un proceso de paz finiquitado con las Farc y, en lo posible, un proceso de negociación en curso con el Ejército de Liberación Nacional (ELN) para de esta manera pasar, ahora sí, a tratar los pendientes de la paz.
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Conflicto armado: aproximación a una historia de paradojas




Las Farc y el conflicto: la disputa por recursos en una Colombia en crecimiento pero desigual


Ricardo García Duarte3


Introducción


Tal vez lo que más sorprende al observador del conflicto armado en Colombia —ese mismo conflicto que ha enfrentado al Estado con las guerrillas de ideología revolucionaria, particularmente con las Farc— es su persistencia contra viento y marea; su duración a pesar de los naufragios doctrinarios en el mundo; también esa prolongación obstinada de las acciones que lo saturaban; aunque los tiempos del mundo urbano irrumpieron con celeridad atrapando las relaciones y los sentidos de existencia de la sociedad. Ha sido un conflicto tan persistente que autores como Juan Carlos Echeverry lo han situado comparativamente como uno de los dos o tres más prolongados de los últimos cincuenta años (Echeverry et al., 2001).


Hace varias décadas el mundo se volvió menos comunista y el país más urbano, pero las Farc que se guiaban por las profecías sociales del comunismo y eran fieles a su vocación campesina; lejos de perder oxígeno y languidecer por el agotamiento de esas dos atmósferas, la ideológica y la social, mantuvieron su existencia. Dieron aliento y llegaron a considerar un proyecto político, incluso, se fortalecieron, multiplicando su presencia militar4.


Fue una existencia guerrillera que mantuvo su línea de ascenso, militar y territorial, desde unos pocos años después de su nacimiento; digamos, desde el año 1972, una vez que los comandos insurgentes se repusieran de los primeros reveses de la guerra —casi desastres, lo reconocían ellos mismos— hasta los años más crudos de la ofensiva desatada por el Estado en tiempos de Álvaro Uribe Vélez; en esa época en que se desplegó el Plan Colombia y se abrió todo el abanico de recursos de la “seguridad democrática”. Es decir, entre 1972 y el año 2006 las Farc solo crecieron.


Lo curioso de todo esto es que no lo hacían a lomo de una crisis del modelo de desarrollo económico. No crecía, en razón de la quiebra insalvable del sistema de explotación capitalista; o porque, por ejemplo, este último se hubiese paralizado, como pudiese aparecer en la propia cabeza de los dirigentes de la insurgencia.


Al contrario, el sistema económico se expandía a su modo con el lastre de sus restricciones y de sus exclusiones, pero en todo caso se dilataba. Crecía claramente en el nivel de la producción, en su inserción dentro de la economía internacional y en la ampliación del mercado interno.


No había un estancamiento del aparato económico que pudiese provocar —por una supuesta sinsalida del sistema— el levantamiento armado y la insurgencia social. Pero tampoco esta insurgencia armada se agotaba, porque el sistema económico se dilatara.


En realidad, crecieron ambos fenómenos contradictorios, cuando en principio debieran transcurrir en un orden de proporcionalidad inversa. Pongamos el problema en estos términos: a mayor capitalismo y a mayor crecimiento económico, menos movimiento subversivo y menor legitimación de la insurgencia. A la inversa, las cosas podrían formularse en principio de esta manera: el mayor crecimiento del levantamiento social y de la insurgencia armada sería causada por el estancamiento grande en el sistema económico del capitalismo.


Sin embargo, las cosas no sucedieron según esa formulación a priori. Ambos fenómenos, siendo inversamente proporcionales, crecieron paralelamente: se expandió el mercado y se dilató también la subversión; se amplió el aparato económico y simultáneamente se ensanchó la guerrilla. Solo que el crecimiento del primero sucedió sobre todo en el núcleo central del orden social; en lo que algunos llaman sociedad central o sociedad mayor; mientras la subversión se expandía, a la inversa, dentro de la sociedad periférica. El hecho es que el país crecía económicamente, sin por ello quitarle piso a una guerrilla que, por el contrario, se fortalecía.


Quizá entonces, crecimiento y conflicto no se anulaban entre sí, o en todo caso, el crecimiento económico, la modernización escogida, en lugar de restarles fuerza al conflicto y a la violencia, alimentaban al uno y a la otra. Es probable que el modelo general del desarrollo económico, esa cierta manera en que se ha desarrollado el país, lejos de haber evitado el conflicto armado, lo hubiera propiciado. Pudiese ser que el contexto ofrecido por ese modelo y el conflicto armado hubiese un vínculo interno, de modo que este último fuese hasta cierto punto el producto no pensado —aunque posiblemente aceptado como costo inevitable—, de ese mismo “modelo” de desarrollo económico y social, asegurado por las élites en el poder.


Pero no tanto, o no solo, por la explotación del capitalismo, como algunos podrían pensarlo, o por la pobreza y la desigualdad emergentes, sino sobre todo por el crecimiento mismo, y más precisamente por el crecimiento económico; solo que lo es por un crecimiento en condiciones de gran desigualdad y de una relativamente baja movilidad social.


No es solo debido a la desigualdad o a la explotación o, menos aún, a la pobreza, por lo que ha persistido el conflicto armado; tampoco es, desde luego, por el crecimiento puro y simple; es por un crecimiento considerable que ha tenido lugar en medio de la desigualdad y de la relativa inmovilidad social. Es por las dos cosas al mismo tiempo y no por cada una de ellas en forma aislada.


Si la desigualdad y la inmovilidad social —sobre todo esta última— traen tensiones y son una mina para los choques entre los individuos o entre las comunidades, el crecimiento por otra parte aporta riquezas, y con ellas, excedentes; arrastra también la emergencia de nuevos grupos y territorios, en una palabra entraña el surgimiento de recursos, sin los cuales es difícil la potenciación de un choque.


El orden desastrado


“Los elementos del desastre” —cadencia y a la vez resonancia de tragedia— es el nombre con el que Álvaro Mutis, poeta laureado, hizo pasar por las aguas bautismales uno de sus poemarios inaugurales, cuyo común denominador era la derrota del ser humano, a la que se sumaba el miedo. Aunque la perspectiva estética de esta poesía en verso y en prosa era puramente existencial, el título llega a ser evocador del desastre social, no ajeno a la suerte de la nación. Por algo, cinco años antes, el primer poemario de Mutis hecho en la compañía de Patiño Rosselli, el que más tarde fuera profesor de lingüística de la Universidad Nacional, tuvo el destino azaroso de quedar reducido a cenizas en medio de los incendios trágicos de ese 9 de abril de 1948, día en el que fuera asesinado Jorge Eliecer Gaitán.


Nueve de abril —el magnicidio, la revuelta ciega, los destrozos del bogotazo, el fuego y la humareda que ahogan las esperanzas, la represión indiscriminada— y luego, la violencia entre las grandes familias partidistas —verdaderas identidades de adscripción— y la dictadura civil conservadora, las guerrillas de resistencia y la dictadura militar —solución pretendida de la violencia y a la vez prolongación de la misma— y finalmente, los grupos de bandoleros. El tráfago sucesivo de violencias que durante diecisiete años se hicieron sentir desoladoramente en algunas regiones: la de los Llanos, al comienzo, y la del sur del Tolima; y por último la del viejo Caldas, la del norte del Tolima y la de una parte del Valle, la de los “pájaros”. El desastre, el del mundo real, el de más acá de la estética existencial, este último, apenas un eco premonitorio del primero. Un desastre colectivo, que mostraba con impudicia sangrienta la ineficacia de las instituciones. Destruía las relaciones de coexistencia entre grupos e individuos, y convertía regresivamente la política en una arena para el choque entre enemigos; la violencia contra el adversario, como elemento del desastre; la destrucción de la comunidad ciudadana, una especie de autodestrucción mordiente del sistema, sin embargo: destrucción, no del orden social y político; sino apenas destrucción dentro de ese orden.


Un orden que en algunos momentos —los peores— se mantuvo como cascarón guardando las apariencias pero obligando a la descomposición social. Mientras tanto, en otros momentos —los estelares— fue capaz de recomponerse aunque solo lo hiciera mediante los pactos por arriba. En todo caso, con momentos malos y buenos, se fragmentó en espacios de violencias, de dominación en bruto. Y entre tanto, consiguió al mismo tiempo mantener los centros de poder cohesionados, bajo un dominio regulado y legitimado de parte de las élites.


Dicho de otro modo, el “orden y la violencia” tal como ha sido la calificación que ha dado a ese estado de cosas Daniel Pécaut (2001), como si se tratara de una figura calcada del dios Jano, con dos caras que se oponen sin separarse. Siempre, como si vacilara “entre la legitimación y la violencia”, según lo ha visto el historiador Marco Palacios (2003), con una mirada retrospectiva entre 1875 y 1994.


Un orden legítimo que exhibe el sentido normativo de sus instituciones, pero también las violencias de todo género y la desorganización en las conductas sociales. La coexistencia de unas fuerzas que empujan en sentido contrario y que sugieren la impronta de una esquizofrenia alojada en el horizonte de vida dentro del orden social; auténtica bipolaridad en la existencia de un sistema; una de sus inclinaciones: el desorden, la violencia. La otra: la norma que se reproduce; la institución que orienta a los individuos y cohesiona por épocas el aparato de poder bajo el amparo constitucional.


Dos etapas grandes de violencias múltiples en el breve lapso de sesenta años, entre 1948 —o desde poco antes— y 2002 —o un poco tiempo después— son la muestra palmaria del desastre.


La primera etapa, la llamada Violencia, envuelve los años que van de 1948 a 1965, este último año que señala el fin de los grupos de bandoleros en el centro del país, y al mismo tiempo, el desalojo de los campesinos armados en Rio Chiquito, la última de las repúblicas independientes, tomadas por el ejército5. La segunda etapa es la que va de 1982 a 2002, caracterizada por la propagación de actores armados, por el entrecruzamiento de conflictos, y sobre todo, por la intensificación de una criminalidad que arroja innumerables víctimas a lo largo y ancho del país.6


En los años aciagos y desconcertantes de la Violencia, un referente mayor intervenía como el dispositivo fabricante de sentido para atrapar las acciones y los conflictos en su lógica envolvente. Era la lucha interpartidista: la disputa salida de cauce entre liberales y conservadores, no solo como aparatos de control político cada uno, sino como formas de identidad para afirmar una presencia social frente al otro —contra el otro—. Conflicto hubo mucho de inspiración social, pero casi todos ellos fueron arrastrados por la vorágine de la lucha entre los partidos7.


También las derivas dictatoriales en el poder político hicieron parte central del paisaje, como las que tuvieron lugar en el momento del cierre del Congreso por Ospina Pérez en 1949 o por el gobierno de Laureano Gómez, sin que los liberales hubiesen participado en la competencia electoral; y consecutivamente con el régimen del general Rojas Pinilla, luego de su golpe militar.


Si el choque entre las identidades liberales y conservadoras recogía los diferentes conflictos sociales y los reorientaba, a su turno, ese choque mayor entre las “familias” partidistas se fragmentaba en diversas violencias, implantadas ellas en escenarios locales; lo que ocultaba en realidad una “yuxtaposición de violencias” (Pécaut, 2001).


Este fenómeno de violencia perfilada como conflicto central, sin embargo, fragmentada en violencias locales y dispares, estuvo vinculado, según todas las señas, a una crisis mayor en el orden político y social. Fue una crisis en la que, según Daniel Pécaut, ese enfrentamiento entre los partidos se desenvolvió en los términos de una relativa “deriva”, en realidad un descontrol de lo político, cuya marcha escapaba a las articulaciones sociales, para terminar envuelto en las esferas de una lucha entre enemigos. Un “enemigo” que de acuerdo con la expresión de Carl Schmitt (2005) era “ese otro, ese extranjero, al que hay que expulsar”.


Así, en el centro de lo que debiera ser la órbita de la política, se instalaba “una omnipresente división amigo – enemigo, representada en la rivalidad entre los dos partidos” (Pécaut, 2001, p. 586). Se trataba de un efecto que nos puede hacer olvidar el hecho de que si bien esa relación es, según Schmitt, la esencia de lo político, es también el principio de su deriva, según lo recuerda el propio Pécaut, de su descontrol diríamos nosotros. En otras palabras, es también el principio de la descomposición del espacio de lo político, si no llegare a transformarse rápidamente en su contrario, en la competencia entre adversarios, agrega Julien Freund, en vez de quedarse, tal como sucedió efectivamente en la guerra entre enemigos, con el horizonte enfrente de la degradación (Freund, 1983). Al mismo tiempo, los conflictos sociales, los de la tierra por ejemplo, entraban en la dinámica infernal de la represión por el Estado y de las acciones de la resistencia armada:




La división entre los partidos (no dejaba) un espacio donde (se pudiese) constituir un acuerdo sobre las reglas del juego político o las instituciones. La Violencia ya (no era) solamente una serie de acontecimientos; (era) la irrupción de una nueva modalidad de lo político”. (Pécaut, 2001, p. 589)





Por otro lado, la fragmentación social coexistía con esa fuga de lo político, convertido este espacio solo en lucha entre enemigos y asumido como violencia. Así mismo, los poderes en los marcos locales se afianzaban, en una suerte de autonomía traumática de lo local, este espacio se afirmaba como escenario de procesos violentos (Pécaut, 2001). Dicho de otro modo: “la lógica de la violencia (conoció) un nuevo desarrollo: la representación de lo político como violencia (indujo) la producción de lo social como violencia” (Pécaut, 2001, p. 602). Es la idea con la que remata Pécaut la reflexión sobre las relaciones entre la violencia y lo social en Colombia.


En efecto, las relaciones políticas, la competencia frente al otro partido, eran asumidas como la posibilidad de disminuirlo mediante la violencia. Era la relación política entrecruzada a través del choque violento, algo que podía significar también la imposibilidad de construir esa política. Era un proceso que abría a su turno el campo para que el conflicto social terminase siendo tramitado a través de las armas, fuera por la represión o por la resistencia. La violencia, así, se convertía en el método privilegiado para dirimir la correlación de fuerzas en las disputas por el poder, sobre todo a escala regional, mientras los conflictos sociales terminaban atrapados por la lógica del sectarismo político.


En esa violencia, la de los años 50, época de sectarismos mayores y de violencias particulares que se superponían, hubo de por medio la confluencia, por una parte, de una crisis de hegemonía entre las élites que disputaban el poder, y por la otra, la degradación del espacio político, convertido en arena de choque entre enemigos.


La pérdida del poder por un partido mayoritario —el liberal—, la movilización social empujada políticamente por Gaitán al calor de un discurso de reivindicación popular, y las presiones, por parte del laureanismo para una confrontación más intensa y un autoritarismo más decidido desde un discurso católico–conservador (Oquist, 1978), fueron todos ellos factores que dejaron sin marcos claros la convivencia entre las élites políticas y el predominio de un discurso consensuado entre ellas. A lo cual se sumaba un problema grave de correlación de fuerzas, pues el control del poder se consolidaba en las manos del partido minoritario —el conservador—, cuya marcha interna se deslizaba precisamente hacia el ala más extrema.


El asesinato de Gaitán, el cuasi golpe de estado de Ospina Pérez y la llegada al poder de Laureano Gómez sin elecciones competitivas, fueron hechos que precipitaron, a la vez, la crisis de hegemonía (en el sentido gramsciano de la palabra), la inestabilidad de la correlación de fuerzas en el poder, y la emergencia de una arena de sectarismo y confrontación entre enemigos.


Fue en tales circunstancias de degradación política en las que se generalizó y multiplicó la Violencia hasta el año 1958; sin olvidar naturalmente su coletazo, muy prolongado, hasta 1965. Tal fue el antecedente más próximo de esa combinación pedregosa, fatídica incluso, del orden ceremonial de las leyes y los tedeum, rubricado con los ritos del capelo, de una parte, y las violencias más frenéticas e inclementes de la otra.


Ahora, la ola de las violencias propia de las décadas más recientes, aunque ha tenido efectos tan devastadores como la Violencia de los años 50, ha reunido sin embargo rasgos muy diferenciadores tanto desde el punto de vista del contexto político como el punto de vista de los objetivos inmediatos que animaban cada conflicto impetuoso por separado.


La violencia más reciente ha resultado de la suma de varios conflictos impulsados por actores muy distintos, provistos de objetivos e intereses específicos; y que en principio —solo en principio— no tenían que ver los unos con los otros, aunque hayan terminado muchas veces combatiéndose, luchando entre sí, o enfrentando al Estado y a la sociedad para blindar dichos intereses específicos.


Se trata de actores y conflictos que emergiendo y creciendo en distintos momentos se han mezclado y han provocado una cierta onda prolongada de violencia que puede ser fijada desde 1965 hasta el presente, pero que tuvo veinte años particularmente explosivos hasta hacer ver al Estado como inviable por su incapacidad para controlar la acción de los grupos empecinados en esa violencia criminal, tuviese ella motivaciones ideológicas o no. Son las décadas que van de 1982 a 2002, en las cuales Colombia llegó a ser el país más violento del mundo, con un promedio anual de treinta mil muertes violentas.


Esta violencia, siendo inconmensurablemente letal y portadora de espanto, no ha estado sin embargo asociada con una crisis de hegemonía ideológica y cultural en el bloque dominante de las élites, tampoco con una polarización condimentada con el sectarismo entre partidos políticos, y menos con una desestabilización interna en el equilibrio de fuerzas al interior de esas élites dominantes.


Por el contrario, las élites partidistas supieron, al cabo de diez años de violencia y sectarismo y luego de un golpe militar, regresar a la lógica del entendimiento y la conciliación; todo ello al efecto de reinstitucionalizar su dominio político, mediante un pacificador Frente Nacional. Aclimataron, por cierto, la democracia electoral y la aplicación de la ley respaldada por el Estado, aunque eso sí bajo algunas restricciones chocantes y autoritarias; incluso, después de treinta y tres años de gobiernos compartidos y excluyentes a la vez, luego de que instalaran el Frente Nacional, admitieron a través de un ejercicio de amplios consensos políticos, la aprobación de una Constitución progresista que eliminó gran parte de las restricciones a la democracia y al Estado de Derecho.


Primero con el Frente Nacional —de modo restringido— y luego con la Constitución del 91, las élites políticas —en la última fase, ya no exclusivamente liberal y conservadores, aunque siempre emanadas de esa misma matriz— incorporaron al régimen político elementos modernizantes; sobre todo en lo que atañe a las orbitas de la democracia electoral y del Estado de Derecho, incluso, se permitieron la gracia de trazar nominalmente un horizonte de democracia social al régimen constitucional.


Sin embargo, como pocas veces, fueron tan nugatorias las garantías civiles y fue tan vergonzosa la incapacidad del Estado para garantizar la vida, y tan ostensible su inutilidad para asegurar el monopolio de la fuerza legítima.


Las élites controlaban perfectamente el aparato estatal y suscribían una ideología constitucional liberal, bajo la que se cobijaba una hegemonía, en tanto bloque histórico que unía a grupos dirigentes y a clases subalternas8. Sin embargo, el Estado y las clases dirigentes fueron incapaces, ya no de evitar sino de siquiera limitar las violencias que acompañaban la emergencia de nuevos actores quienes desde los márgenes ilegales —los internos y los externos— valorizaban sus recursos adquiridos o por adquirir, con la propia valorización de la acción armada; en todo caso del hecho social violento.


Ni los secuestros sistemáticos de la guerrilla, ni las masacres oprobiosas, ni tampoco los atentados terrorista del “narco”; y menos los “falsos positivos” o las desapariciones provocadas por los agentes del Estado, fueron acciones prontamente eliminadas o tan solo reducidas. Tal vez más que en cualquier otro momento de la historia, fuese tan justa la expresión del “orden y la violencia” para caracterizar los rasgos del sistema. Los mismos que incluyen el orden político y el orden social.


En el periodo aciago de la Violencia —años 50— hubo efectivamente violencia y mucha, pero ¿acaso hubo también orden? En realidad, no mucho. Golpe contra el Congreso en 1949, autoritarismo abierto entre 1950 y 1953 y dictadura militar entre 1953 y 1957, no fueron hechos que pudiesen calificarse como componentes de un orden institucional. Este orden institucional se rehízo desde 1958 y se amplió desde 1991, lo cual no evito por cierto que se desataran todas las violencias.


Esta dicotomía entre el orden social y la violencia, presente históricamente en el largo plazo, ha adquirido con todo su contraste más crítico en un período mucho más reciente. No hubo quizá antes unas instituciones más sólidas, pero tampoco una violencia más saturada de recursos poderosos, ni más fría y calculadora. En esta coexistencia del “orden y la violencia” se ha inscrito el conflicto armado que oponen las guerrillas al Estado, apenas uno de los tantos conflictos, pero quizá el más prolongado y el más explícitamente portador de sentido, tanto ideológico como cultural y político, y seguramente uno de los que puede revelar mejor los rasgos del sistema. Un sistema que reúne algunas características generales, cuya exposición, aunque conocida, pareciera a veces ignorarse en la tarea de buscar los vínculos internos entre la formación social, y el conflicto armado; exposición que sirve para trazar cierto contexto histórico y social, marco para las contradicciones y convivencias entre el orden y la violencia, entre la legitimación y el desorden.


Contexto histórico y social


¿Qué país ha sido ese, en el que a pesar de existir una competencia más o menos democrática de partidos y un cierto orden constitucional, se convirtiera en un lugar en el que irrumpió un desorden tan violento como el que se enseñoreó en los años 50?


¿Qué tipo de sociedad era esa en la que pocos años después de terminar una violencia tan extendida y estremecedora, llegó a albergar otro mosaico de violencias distintas pero no de menos crudeza; sin que hubiese una guerra civil, sin que ya las élites se enfrentaran, y sin que el orden constitucional se desquiciara?


Económicamente hablando, la sociedad colombiana inició el camino de su desarrollo capitalista desde el comienzo de los años 20. En medio de un mundo rural, atrasado y precariamente integrado, empezó de manera sostenida el crecimiento de la producción capitalista; así mismo hubo una mayor inserción al mercado internacional, y poco después tuvo lugar un mínimo orden en las finanzas con la creación del Banco de la República en 1923, luego de las recomendaciones de la célebre Misión Kemmerer, la que para esos fines se había desplazado a Colombia y Perú.


Atrás quedaba la antigua república señorial, tal como la calificaba Antonio García, según lo recuerda Jesús Antonio Bejarano. Fabio Lozano Torrijos lo celebraba del siguiente modo, de acuerdo con la cita que de él hace el mismo Bejarano, sin dejar de advertir que la descripción era muy precisa: “El progreso, ola avasalladora y generosamente solícita, ha arribado a Colombia; sin saludarnos casi, ha traspasado la puerta, ha penetrado en los salones de recibo y parece resuelto a irse hasta el fondo de la habitación” (Lozano, citado por Bejarano, 1989, p. 51).


Lo que se presentó fue un despegue económico que se dejaba ver, según el mismo Bejarano, en el rápido proceso de endeudamiento, el cual se debía a “la capacidad exportadora, a la indemnización de Panamá y a los conceptos y realizaciones de la misión encabezada por Edwin W. Kemmerer en 1923 encargada de reorganizar las finanzas nacionales” (Bejarano, 1989, p. 52).


Lo cierto es que entre 1929 y 1945, el primero, el año del crack en Estados Unidos, y el segundo, el año en que finalizaba la Segunda Guerra Mundial, la economía colombiana tanto como la de América Latina despegó, eso sí, con un ritmo apenas aceptable, el del 2,6 % anual para la región, según lo constatan Luis Bértola y José Antonio Ocampo en su texto sobre el “Desarrollo económico en América Latina desde la independencia”. Pero después de 1945 —y hasta 1980— toda la región entró en una dinámica notable de crecimiento, ya desde cierto modelo de industrialización por la vía de “sustitución de importaciones” o como lo prefieren denominar estos autores, de “industrialización dirigida por el Estado” (Bértola y Ocampo, 2013, p. 171).


El promedio de crecimiento fue del 5,5 % anual. Incluso, el PIB por habitante subió al 2,6 % cuando en el periodo anterior, ya señalado, solo llegó al 0,6 %. Si tomáramos como base para medir el crecimiento, tal como lo hacen los autores referenciados, la cifra de 100.0 para el año 1929, Colombia experimentó un crecimiento de 104,0 en 1932, de 127,9 en 1937, de 144,6 en 1939, de 150,5 en 1942 y 168,9 en 1945, índices todos ellos equivalente a los de los grandes países de América Latina, o en ocasiones, mayores.


Con el crecimiento del capitalismo industrial emergió en Colombia una élite política vinculada al Partido Liberal, que la condujo al poder después de casi 45 años de lo que se llamó “la hegemonía conservadora”. Fue un periodo en el que el personal político del liberalismo apareció primero derrotado, luego aislado y disperso, hasta cuando logró recomponerse en la oposición dentro del Congreso y en los márgenes de la participación burocrática, conquistada por el Partido Republicano, este último una opción de carácter bipartidista, que surgió como un partido creado por conservadores moderados con el propósito de morigerar las restricciones del régimen vigente, régimen este cobijado bajo el molde autoritario y confesional de la Constitución de 1886 (Melo, 1989). Figuras liberales como Enrique Olaya Herrera, presidente de transición luego del fin de la hegemonía conservadora, y Eduardo Santos dueño del periódico El Tiempo, pertenecieron a ese republicanismo, moderado y de corte bipartidista (Melo, 1989).


Si el crecimiento económico establecía un terreno en el que coincidían los representantes de las élites económicas, por el contrario, el liberalismo, portador de un nuevo liderazgo y de un discurso modernizante, sobre todo bajo López Pumarejo, parecía tensionar las relaciones dentro del universo político frente a la élite conservadora; si no con toda ella al menos con su ala más radical, afincada ideológicamente en el campo de la derecha católica (Tirado, 1989).


La oposición cerril del laureanismo fue derivando en una lógica de exclusión —en el lenguaje y en el gesto—, como si se tratara de un desenfreno, traducido en ataques al régimen de la hegemonía liberal, particularmente al segundo gobierno de López Pumarejo. Mientras tanto, en el campo liberal tomaba fuerza la alternativa de Jorge Eliecer Gaitán, animada a su vez por una perspectiva antioligárquica, es decir, por la perspectiva de autoconstituirse en una contraélite, dispuesta a desplazar por igual a la élite conservadora y ala de su propio partido.


Esta ala dentro del liberalismo, con rasgos populistas, arrastraba con un nuevo factor de poder, el de llevar a la calle, al mundo de lo público, la movilización del pueblo raso: “De un pueblo que había encontrado en la voz, en el verbo encendido de Gaitán una posible redención social” (Alape, 1994, p. 33). Era un recurso —el pueblo gaitanista—, que introducía un desajuste mayor en un escenario, bastante polarizado por la reacción laureanista.


Esta doble tensión sucesiva en el tiempo —la del laureanismo radical en oposición a la “república liberal” y la del populismo gaitanista contra el propio establishment liberal al que derrotó, enrutándose hacia el gobierno— se desenvolvía casi exclusivamente en el universo de la política (Reyes, 1989); giraba en torno al control del poder, y aunque envolvía reivindicaciones económicas y sociales, ponía de presente una lucha de élites por hacerse al control del Estado para sus dirigentes respectivos; todo ello en medio del recrudecimiento de sus contradicciones y de una desestabilización potencial que provenía del hecho de que el partido minoritario había ganado el gobierno por la división de los liberales, el partido dueño del mayor número de votos.


De ese modo, la sola lucha entre los grupos dominantes por hacerse a un recurso tan decisivo como el Estado y la representación política, terminó por imponerse sobre los parámetros que les fijaba el sistema económico. Igualmente fue una disputa que rebasó el orden jurídico y las reglas propias de la competencia electoral, algo que rápidamente fue suplantado por la Violencia (Reyes, 1989).


Una violencia que hizo brotar la dictadura militar como solución (Tirado, 1989), lo cual creaba al mismo tiempo un desajuste serio en la dominación de dichos partidos; razón por la cual dio lugar al hecho histórico de que el propio Laureano Gómez y los liberales se percataran de la ineludible obligación de echar por tierra a la dictadura y de inaugurar un régimen de dominación compartido (Silva, 1989). Régimen este que estuvo basado en un pacto entre las élites; las mismas que en adelante se relegitimarían electoralmente y mantendrían —con algunas discordancias— el sistema de crecimiento económico, aunque cancelaran la posibilidad de adelantar serias transformaciones contra la inequidad social.


El clientelismo, por otra parte, se convirtió en una práctica muy extendida en el reclutamiento de adherentes y en la movilización de los votantes por los partidos políticos, aparatos estos en los que se apoyaban las élites en su control sobre el Estado, y que por cierto seguían obrando como familias políticas; eran agregados de identidades cuasi primarias, en las que las lealtades resultaban hereditarias (Leal & Dávila, 1990).


A las lealtades primarias, cimentadas por el sectarismo —muy propio de la política construida como relación entre enemigos— se añadía ahora el clientelismo como una forma privilegiada de ganar adhesiones, un método que se superpuso inicialmente a dicho sectarismo y que luego lo sustituyó cuando este último perdió intensidad, a medida que se estrechaban los lazos entre las élites de una y otra familia política. De este modo, la Colombia de las últimas décadas pasó a convertirse en una democracia clientelista con un ejercicio político que incluye dos fases a saber: de una parte, el intercambio de favores entre el “cacique” y los electores, lo que absorbe el acto de votar; por otra parte, los favores del Estado con destino al personal político (parlamentarios, concejales y diputados), para proveer a su trabajo de conseguir y reproducir la representación. Lo anterior se traduce en una cooptación y una captura: los electores —una buena parte de ellos— son cooptados dentro del mecanismo de los favores y el Estado es capturado por clientelas y empresas electorales con fuerte aliento privado.


La adhesión de los electores a cambio de favores aseguró perversamente la renovación periódica de la participación política y con ella la vigencia del régimen democrático, aunque por otro lado esa misma práctica clientelista entregó el Estado, sobre todo a escala regional y local, al control de maquinarias electorales prisioneras de lógicas particularistas. Lo cual ha favorecido la corrupción y el patrimonialismo estatal; algo que cabe perfectamente en ese “modelo extractivista”, es decir, rentista y parasitario, que, según Acemoglu y Robinson (2012), puede muy bien explicar “el fracaso de los países”, en otras palabras, un cierto atraso a pesar de su crecimiento, un cierto aprovechamiento parasitario de lo público como recurso.


El dominio de los partidos sobre la representación y la participación, esto es, sobre el universo de lo público, garantizó la preeminencia de las élites civiles y la legitimación de la democracia, claro está, de una democracia con acentuados mecanismos autoritarios como el Estado de sitio cuasipermanente (Gallón, 1983); una democracia que mantuvo siempre en pie el componente decisivo de las elecciones periódicas en tanto procedimiento competitivo para asegurar la constitución del gobierno y de la representación parlamentaria. Mientras tanto, el clientelismo sellaba el nexo de la representación entre los electores y el sistema político.


A su turno, los pactos entre las élites de los partidos, primero, y luego el sistema de coaliciones gobernantes, eran factores que aseguraban la estabilidad del régimen político y el compromiso con mantener el modelo de democracia sin alternativas reales de oposición. Solo que también esterilizaba cualesquiera reformas que, con alguna seriedad, alteraran la distribución de la propiedad o que modificaran progresivamente la estructura de los ingresos en el país.


De esa manera los movimientos y organizaciones sociales, particularmente los sindicatos, crecieron de manera ostensible, pues “entre 1957 y 1965 fueron constituidas 1697 organizaciones, con un volumen de afiliados que pasó de 100.000 a 700.000” (Londoño, 1989, p. 283); por lo demás fueron organizaciones que desplegaron una vigorosa acción huelguística como lo ha dejado reseñado la misma autora. Al mismo tiempo tuvieron que desenvolverse en medio de las condiciones hostiles que ofrecía el estado de sitio, unas condiciones, desde las que el gobierno respondía habitualmente con la represión y, sobre todo, con su criminalización además de con el estigma ideológico, como si se tratara de meras aplicaciones estratégicas del comunismo.


Con todo, sectores obreros bien organizados como ha sido el caso de Ecopetrol y algunos conglomerados sectoriales de funcionarios, lo mismo que los maestros, consiguieron mejoras en el salario real y disposiciones legales que los favorecieran. Los campesinos, por su parte, al contar con una organización fuerte como lo fue la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), de cuyo primer congreso emergió la idea de una reforma agraria, “como un proceso rápido, masivo y radical, destinado a redistribuir los derechos sobre la tierra y las aguas” (Gilhodes, 1989, p. 355), produjeron en 1971 una movilización robusta por la tierra, sobre todo en la costa Caribe, solo para ver después cómo se diluían sus pretensiones en medio de la ineficacia del Estado y de las retaliaciones —no pocas— de los latifundistas, tal como quedó ejemplificado en el caso de la Hacienda Veracruz en el Cesar.


Mientras el país vivía la aciaga experiencia de la Violencia con sus gobiernos autoritarios, con la crisis del Estado y con sus sectarismos exacerbados, y luego, mientras sus élites sellaban sus acuerdos de gobiernos compartidos y los echaban a andar, previa legitimación popular, mientras el país pasaba de un periodo a otro y enderezaba el curso de las instituciones con el sesgo de sus limitaciones a la democracia, aunque después las ampliara, mientras todo ello sucedía, Colombia no dejó de crecer en términos económicos, incluso, no dejó de industrializarse. El lapso comprendido entre 1958 y 1970 fue precisamente “el periodo donde más claramente el desarrollo industrial basado en la sustitución de importaciones orientó la totalidad de la política económica” (Gaviria, 1989, p. 167).


Dos grandes fenómenos socioeconómicos con repercusiones significativas en el curso social del país, tuvieron lugar mientras este experimentaba su ascenso económico y mientras se industrializaba bajo el modelo ya recordado de la sustitución de importaciones. Fueron dos fenómenos que desplegaron su existencia intensa, a tono con ese crecimiento económico, pero también con sus precariedades; el uno fue el de la urbanización, el otro fue, por el contrario, el de las migraciones internas, el de la colonización campesina y el poblamiento de baldíos.


Crecimiento económico e industrialización más la violencia en los campos, en las veredas y las poblaciones pequeñas; todo ello en una conjunción a la que se agregaba lo que se conoce como la descomposición del campesinado, su separación de la tierra y el empobrecimiento, fueron los factores que presionaron el desplazamiento de millones de colombianos hacia los centros urbanos.


El proceso fue masivo, intenso y rápido, en pocas décadas Colombia se convirtió en un país de ciudades, fue un movimiento económico y social realmente estremecedor, telúrico. Una sociedad rural en apenas cincuenta años pasó a ser predominantemente urbana, aunque eso sí, con muchos elementos de ruralización del mundo urbano; en todo caso, la mutación demográfica y social, en los términos del eje ciudad – campo, fue total (PNUD, 2011).


Si en los años 50, incluso a comienzos de los 60, era casi un tópico hablar del 70 % de la población rural, después de los años 80 no hubo más remedio que reconocer el hecho de que en el país el 70 % de la población vivía en las ciudades (Machado, 1998). Por ser tan impactante, la urbanización acelerada no fue el único fenómeno en los términos de la estructura demográfica según ese eje campo – ciudad señalado.


De modo simultáneo el país experimentó un desplazamiento demográfico en otro sentido, precisamente, en el de la ocupación y el poblamiento de zonas ya no urbanas, sino rurales, zonas vacías o semivacías demográficamente hablando. Es decir, de los baldíos, en las llanuras semiselváticas de la Orinoquía y la Amazonía, aunque también en los valles interandinos.


Así, después de los años 50, las zonas de frontera interna se extendieron al ritmo de los colonos que ocupaban terrenos para desmontar y emprender las mejoras que definieron sus predios y los territorios de la vivencia y la producción, era el ritmo sordo de los colonos que se desplazaban en una marcha permanente e invisible hacia los baldíos boscosos; era también la expulsión que ejercían las desigualdades sociales en el campo, las estructuras descomunalmente desproporcionadas en la propiedad sobre las tierras.


Con razón el informe de PNUD en 2003 constataba que el desplazamiento hacia zonas de frontera agraria “ha sido una válvula de escape para la presión demográfica y para aplazar las reformas sociales” (p. 22); alusión que se relaciona ineludiblemente con la vigencia de estructuras latifundistas, las que presionaban la expulsión hacia esos territorios de frontera. Entonces, el crecimiento urbano y la extensión de la frontera agrícola, por la vía de la colonización fueron los dos fenómenos aparentemente contradictorios pero internamente vinculados por la descomposición del campesinado los que definieron geosocialmente hablando los escenarios demográficos y territoriales de la marcha de lo social en Colombia.


La movilización de recursos, el conflicto y la acción colectiva


La duración del conflicto armado por cincuenta años del que la guerrilla de las Farc ha sido uno de sus agentes, implicó en algún momento la constitución de un actor colectivo en el curso de cuya existencia se dotó de una organización de la que su dirección se ayudó para desafiar violentamente al Estado y al sistema económico dominante; los escogió a ambos como sus enemigos, los seleccionó como el blanco de la acción insurgente a impulsos de sus aspiraciones ideológicas y del interés social.


En la perspectiva de esa lucha, la guerrilla golpeó y fue golpeada, utilizó toda suerte de medios inscritos ellos, mal que bien, en una estrategia encaminada a debilitar la fortaleza del Estado mientras acumulaba fuerzas para conseguir sus objetivos finales, los de cambiar total o parcialmente el régimen dominante. En el curso de tal estrategia esta guerrilla siempre estuvo muy alejada de conquistar un poder enemigo organizado de todas maneras bajo las reglas de la democracia desde 1958, así lo fuera en manera limitada.


A pesar de que enfrentara un régimen organizado democráticamente, la guerrilla creció en términos significativos sin dar nunca muestras de desaparecer, tanto que llegó a representar un decisivo factor de perturbación, y más que de perturbación, de conflicto profundo y permanente dentro de la existencia social del país, ineludible y desafiante.


La guerrilla de las Farc, a pesar de las ofensivas del Estado, pudo durante mucho tiempo extender sus frentes de guerra por todo el país, aumentar sus hombres en armas, implantarse en territorios del mundo rural, tanto en zonas de colonización como en otras habitadas por campesinos pobres, y finalmente logró cruzar para su beneficio material el eje de su conflicto de carácter social con otros conflictos completamente distintos, como aquel del narcotráfico, cuya lógica económica e ilegal lo situaba también como un desafío al Estado que Ricardo Rocha destaca en alguno de sus estudios como “asociación positiva entre cultivos y presencia guerrillera … En ese sentido la guerrilla encontró en los cultivos una fuente de financiamiento, mediante la imposición de impuestos a la producción…” (Rocha, 2001, p. 227).


Esta acumulación de fuerzas en la guerrilla traducida en presencia territorial, en reclutamiento de efectivos, en incrementos financieros y en potencial de fuego, hasta los años de El Caguán, fueron todos ellos factores que reflejaron desde el punto de vista del juego de relaciones sociales una movilización de recursos en medio de un choque frente a otros actores.


La acción —inscrita en una lógica estratégica— del agente colectivo era al mismo tiempo la movilización de un conjunto de recursos en el plan de un choque contra el enemigo escogido, de modo que uno de esos, la violencia, obraba como uno de los mecanismos privilegiados —dentro de la táctica general de la combinación de todas las formas de lucha— para potenciar la fuerza material, financiera y también el reconocimiento y la adhesión en escala local; todo ello en medio de una sociedad muy fracturada pero además taponada en los canales para la irrigación de esos mismos recursos, aunque al mismo tiempo ellos pulularan en más de una región.


Si en el conflicto armado de lo que se trata es del juego de un actor organizado colectivamente, que además despliega una línea estratégica con fines políticos a impulsos de un interés social, el análisis del fenómeno con todo lo que este entraña de acción, de movilización y de acumulación de fuerzas, podría muy bien apoyarse en los referentes conceptuales proporcionados por la teoría de la “movilización de recursos” (Jenkins, 1994), al igual que por la teoría de la “acción colectiva” (Delgado, 2009).


Recursos y movilización son dos elementos pertinentes para mirar un conflicto social, que es lo que en el fondo palpita en el conflicto armado interno, el cual no deja de ser la expresión trasmutada de un conflicto social que quizás se quedó a mitad de camino, o que por otra parte, se multiplicó en enfrentamientos que nunca se agotaban definitivamente.


La idea de recursos envuelve todo tipo de bienes valorizables socialmente; por su parte, el concepto de movilización recoge una perspectiva de dinámica en el proceso. Hay apropiación social de los recursos y también incorporación de ellos en la acción que promueve el agente social. Como lo define Etzioni, citado por Dobry, “la movilización es el proceso por el cual una unidad social adquiere un control significativo sobre los recursos (assets), que ella no controlaba antes” (Dobry, 1986, p. 19).


Los movimientos valorizan y potencian los recursos apropiados por la comunidad y al mismo tiempo buscan unas condiciones que les son vedadas, digamos, un nuevo estatus, una nueva situación social, desde la cual, los agentes pudiesen asegurar el estatus negado y un poder antes inalcanzado (Oberschall, 1973).


Tanto en la apropiación de recursos como en la reivindicación de intereses hay escollos —institucionales y sistémicos— con los que por fuerza se choca, lo cual encierra la potencialidad del conflicto al que quedarán incorporadas la organización, las estrategias y la relación de fuerzas, elementos que entran a hacer parte de la acción del agente colectivo, llámese este un movimiento social o, como suele ser el caso en Colombia, un grupo armado o una guerrilla, es decir, la expresión del tránsito entre movimiento social y movimiento político, aunque de carácter armado.


A su turno la acción colectiva, como teoría, incorpora la construcción simbólica y la elaboración de identidad como operación en curso dentro del mismo movimiento que se forma (Delgado, 2009); aspirando a superar las limitaciones posibles de la conceptualización envuelta en la movilización de recursos, conceptualización que hace especialmente énfasis en el interés y en la correlación de fuerzas; sería adecuado hacer intervenir la teoría de la acción colectiva para destacar el elemento simbólico e identitario, el cual por cierto es articulable la movilización de recursos.


A este propósito, no sería imposible el trabajo de detectar la capacidad de una guerrilla como las Farc para movilizar el recurso simbólico y para elaborar colectivamente su identidad, en relación, sobre todo, con los orígenes sociales de su lucha, con sus raíces agrarias y con su inscripción histórica en las seminales acciones, vinculadas con la resistencia y con las autodefensas campesinas.


Este trabajo de identidad y de elaboración simbólica se convierte, por las vías de la representación ideológica, en un componente que se ensambla con aquello que tiene que ver con la defensa de un interés, con la valorización de unos recursos y con elaboración de una estrategia, todo un material que da forma a la acción bajo la que toma impulso un movimiento social y político de carácter armado en este caso.


Charles Tilly, historiador asociado, al campo teórico de la movilización de recursos, propuso un modelo para estudiar y comprender los procesos relacionados con el conflicto social y con la movilización, cuando quiera que estos tengan como horizonte la culminación de una posible revolución. Dicho modelo incluye cinco componentes esenciales para mirar el desarrollo del conflicto y la movilización social: 1) el interés; 2) la organización; 3) la movilización; 4) la oportunidad; y 5) la acción colectiva propiamente dicha (Tilly, 1977).


El interés tiene que ver con la reivindicación del movimiento, con lo que este defiende en cualquier órbita, sea la política, la social, la cultural o la económica; es el bien o el derecho por el que agencia el enfrentamiento; tiene que ver particularmente con “las ganancias y pérdidas, resultado de las interacciones con otros grupos” (Tilly, 1977, p. 10). La organización incluye la estructura del movimiento, su dirección, sus redes sociales y financieras, sus ensamblajes administrativos. Según Tilly (1977) tiene que ver con “la estructura de un grupo, que más directamente afecta su capacidad para actuar en función de sus intereses” (p.10).


La movilización “es el proceso por el cual un grupo adquiere el control colectivo sobre los recursos que necesita para la acción… Trata sobre las maneras como los grupos adquieren y logran con ellos disponibilidad para la acción colectiva” (Tilly, 1977, p. 11). La oportunidad representa el momento, la escogencia de condiciones para la acción, “concierne a la relación entre un grupo y el mundo que lo rodea… Y la acción colectiva… consiste en la actuación congregada de la gente en persecución de sus comunes intereses” (Tilly, 1977, p. 11). Es la acción sellada por la conciencia del interés compartido y por la galvanización anímica y moral.


El interés —el bien o el derecho— parece ser un componente indispensable no desdeñado por teoría alguna. La organización y la oportunidad aparecen como elementos nuevos aportados por los estudios sobre los movimientos sociales en los que ellos han emergidos como factores particularmente influyentes en la movilización, la misma que vista de un modo más amplio, se parece a la acción colectiva si al mismo tiempo que incorpora las estrategias incluye también las representaciones simbólicas e identitarias.


Con una visión que incorpore otros elementos incluidos por partidarios de la teoría que hoy conocemos de la acción colectiva podríamos ampliar el modelo de Charles Tilly y resituarlo en un marco más amplio, con lo cual podríamos explicar el conflicto armado mediante la inclusión de los siguientes componentes:




	El interés.


	La contradicción principal.


	Los actores.


	La identidad y la representación simbólica.


	La correlación de fuerzas.


	Las estrategias.


	Los recursos en juego y su movilización.


	La organización.


	La acción colectiva misma.







	El interés, solo explicable en el marco de una relación intersubjetiva, supone la existencia de la percepción autoconstruida del bien o del derecho de los que tienen necesidad de los actores en conflicto; supone, lo que en términos clásicos se mide a modo de privación, como faltante; está constituido este último por las posibilidades de una reivindicación levantada siempre frente a otro actor o frente a una institución.


	La contradicción, se refiere al choque mismo, lo cual entraña una dinámica propia, un efecto de enfrentamiento en planos consecutivos; animado dicho enfrentamiento por el interés, aunque a veces experimente el efecto de fuerza propia, de impulso autónomo, algo que siempre abre la lógica de la escalada, la prosecución de una intensidad que encaja en la polarización.


	Los actores, suponen un estatus social, su constitución como sujetos colectivos; así mismo, su naturaleza social, política y las articulaciones con el propio sistema social.


	La identidad y la representación simbólica, son ellas aspectos que aluden a la autoelaboración por el actor colectivo de la idea de convertirse en expresión de las reivindicaciones agrarias y de representar a la vez una vanguardia armada para la transformación social; lo cual ha entrañado el sustento de una ideología política, la del marxismo ortodoxo, es decir, ambos son aspectos que aluden a la representación cultural, al discurso con el que el actor se expresa y a las operaciones de legitimación con las cuales el actor quiere hacerse reconocer dentro del contexto social.


	La correlación de fuerzas, hace referencia a los equilibrios de poder que, de modo cambiante, vinculan a la guerrilla de las Farc en tanto retador con el Estado, el cual aparece por cierto como el enemigo escogido; incluye la potencia de fuego, la capacidad para el agrupamiento de hombres en armas, la implantación territorial, la movilidad militar, pero también la capacidad de recolectar respaldos, de forjar alianzas y de encontrar apoyos institucionales.


	La estrategia —y su correlación con la táctica—, incluye el diseño de la acumulación de fuerzas en función del debilitamiento del enemigo a fin de quebrar su resistencia. Al tratarse de una guerra de guerrillas, la perspectiva obligada tiene que ver con una guerra prolongada de parte del actor que desafía al Estado; es una guerra prolongada que incluye la posibilidad de desarrollar un largo ejercicio de desgaste de ese enemigo escogido mientras se incorpora paulatinamente una guerra de movimientos, primero, y una guerra de posiciones, después. El horizonte último es un enfrentamiento entre ejércitos.


	Los recursos en juego y su movilización, aquellos que están constituidos por un manojo de bienes materiales y simbólicos disponibles en una sociedad que los produce tales como la riqueza, el territorio, la fuerza, las instituciones y el discurso simbólico. Son bienes incorporados al tráfago de la apropiación, algo que constituye su propia movilización. Su apropiación y la incorporación al comercio humano, dado un cierto sistema de asignaciones, provocan choques, exacerban contradicciones, y por cierto, dan lugar finalmente a que la violencia emerja como un recurso instrumental que es valorizado por el agente en sus cálculos de costo-beneficio; con dicha operación instrumental quiere asegurar otros recursos y el interés que persigue.


	La organización, aparece como una estructura interna de poder en la autoconstitución del propio actor colectivo; envuelve aspectos como la dirección, la administración y la división del trabajo; resuelve el problema de la eficiencia, factor indispensable en el desarrollo y la duración del conflicto; resulta un referente ineludible en la absorción de energías, en la incorporación de recursos, en la cooptación de personas, y en las talanqueras morales y materiales que debe interponerse frente a la deserción o a la disolución del movimiento.



	La acción colectiva, o lo que es lo mismo, su transformación compleja y prolongada en movilización social, implica el hecho de que el agente esté en movimiento. Supone su desplazamiento orientado con respecto a los otros actores, claro está que implica, así mismo, su inactividad, pero sobre todo, entraña la puesta en marcha de los dispositivos militar, político y educativo, todos ellos incorporados a las distintas órbitas estratégicas del actor: a la acumulación de fuerzas, a la movilización popular, a la alternación entre las ofensivas y a la defensa.





Examinar las causas en la duración de un conflicto armado, las incidencias como un enfrentamiento prolongado entre el Estado y una guerrilla que lo desafía, y sobre todo los vínculos internos entre ese conflicto y el contexto socio–económico, son cosas todas ellas que requieren de una presentación analítica —así sea breve por lo pronto— del propio actor insurgente, de sus orígenes, de cómo ha planteado su reto y de cómo ha desplegado sus estrategias a partir de la pretensión de autoconstituirse como proyecto ideológico, político y militar.


Integración teórica


Es algo que abordaremos no sin antes justificar la integración teórica que subyace como marco a la elaboración de este capítulo. El estudio de los factores que han influido en el conflicto armado puede aprovechar una integración dialéctica de distintas miradas conceptuales aunque estas obedezcan a enfoques de raíces teóricas muy distintas, y no por ello tendremos que caer en un impase analítico, tampoco incurriremos en eclecticismos insuperables.


Conceptos provenientes de tradiciones tan controversialmente distintas como el marxismo, el funcionalismo y el neoinstitucionalismo, así mismo como el conflictivismo y la movilización de recursos, pueden perfectamente hacer parte de un marco conceptual en la medida que nos apropiemos de su savia epistemológica, de su sentido comprensivo acerca de lo que es un conflicto social. Lo podemos hacer si nos desprendemos de su carga teórico-doctrinaria sea ella liberal o conservadora o, incluso, marxista; en segundo término si discernimos bien los niveles en los que nos movemos, respecto de la existencia social del conflicto, existencia esta que incluye condiciones, digamos estructurales, las cuales hacen parte del orden social tales como la pobreza, la desigualdad y la fragmentación social, lo mismo que la dinámica misma de los actores enfrentados en medio del conflicto, dinámica de la que hacen parte la acumulación de fuerzas y las estrategias que aquellos ponen en práctica.


Ahora bien, situados en el plano del contexto y del orden social, un orden empíricamente demostrable de desigualdad y fragmentación, nos cabe la posibilidad de comprenderlo bajo una mirada que parta del marxismo y se sirva del funcionalismo estructuralista, en todo aquello que tiene que ver con una asignación desequilibrada de recursos entre los grupos sociales.


Además, desde ese lugar teórico, podemos incorporar un elemento conceptual más propio este último de una teoría del conflicto como la de John Rex (1998), crítico por cierto del funcionalismo parsoniano, el cual le añade a la idea de asignación de recursos un factor tan esencial como el poder con el que cargan los distintos grupos sociales, un punto en el que coincide con sociólogos de la política como Ralph Dahrendorf, los mismos que a propósito del tema conflicto y sociedad, se han movido entre la crítica bajo la perspectiva marxista y aquella inspirada en Max Weber.


Viajando conceptualmente por este camino podemos avanzar, sin dar un salto en el vacío, al plano del conflicto, en tanto juego de guerra entre actores animados por la hostilidad, es decir, por el propósito de aniquilarse, espíritu este que acompañan con estrategias, dentro de las que acumulan fuerzas para cumplir con el propósito mayor de la victoria.


En este plano, incorporamos elementos conceptuales originados en tradiciones muy diferentes como la historia de la guerra, así mismo, como la teoría de los juegos o como la acción colectiva y la movilización de recursos, tradiciones que dirigen su mirada al conflicto mismo, en otras palabras, a la acción recíproca de los sujetos enfrentados, tanto a sus estrategias racionales como a la construcción de sus identidades y de sus afirmaciones simbólicas e identitarias que tienen su fuerza propia en el desarrollo de un conflicto armado, más allá del contexto y de las estructuras sociales sin que se puedan desconectar de estas, si queremos una mirada más comprehensiva e integral. De ahí que conceptos pertinentes extraídos dialécticamente del marxismo, del funcionalismo y de la sociología positiva, sirvan para comprender los marcos estructurales que condicionan el conflicto, integrándolos sin abusos ni extrapolaciones forzadas, con teorías que ponen el acento, bajo una cierta perspectiva individualista, en la racionalidad estratégica y en la acción colectiva.


Por cierto, con los aportes del neoinstitucionalismo, con su atención respecto de los efectos de las instituciones y de la cultura colectiva, podemos hacer anotaciones, sobre la ausencia del Estado en las regiones más azotadas por las diversas violencias. Es una perspectiva teórica que se coloca entre lo estructural y las dinámicas de los actores.


Por último, con la movilización de recursos, en tanto enfoque conceptual, podemos ubicarnos dentro de la investigación en punto de enganche entre el marco contextual de las estructuras sociales y las dinámicas de los actores, junto con su capacidad de organización.


Las Farc o la guerrilla campesina que quiso ser ejército


Las Farc han sido el grupo insurgente —qué duda cabe— de mayor duración y con mayor expansión territorial y militar en Colombia, un país de múltiples grupos armados.


Es cierto que el ELN ha extendido también su existencia a lo largo de las últimas cinco décadas, pero su crecimiento en efectivos militares y en presencia territorial siempre fue mucho menor que el de la guerrilla dirigida por Manuel Marulanda Vélez. Por otra parte, aunque la fundación de las Farc es coetánea con la de la guerrilla dirigida inicialmente por Fabio Vásquez Castaño, es decir el ELN, se creó como decisión de un grupo de activistas sin ningún antecedente de lucha militar, la primera guerrilla tenía ya una historia de acciones armadas y de organización que remitía sus orígenes a por los menos los quince años anteriores a su creación formal; en realidad fue en Chaparral, Tolima, hacia el año de 1949, en donde se ubicaron los orígenes del movimiento armado de las Farc, según refiere Medófilo Medina (2007).


Por estos dos motivos —y por otros más— la de las Farc fue casi siempre la guerrilla más significativa y la de mayor peso; al mismo tiempo, fue un fenómeno que se convirtió en el otro polo —distinto al Estado— de ese eje que vertebraba el conflicto armado interno, en lo que concierne a las contradicciones explícitamente animadas por un propósito político e inspiradas en razones ideológicas. Sin que olvidemos además que se dejó llevar por derivas terroristas o delincuenciales, como la utilización del secuestro y la ejecución de atentados, y que peor aún para la estrategia, incurrió en tácticas que lesionaban directamente a la sociedad civil (Pécaut, 2001), reiterémoslo, sin que olvidemos nada de esto, debemos saber que siempre mantuvo una línea de conducta central de la que se desprendía su naturaleza de agente político, de actor que instrumentalizaba sus acciones y organizaba sus efectivos humanos en dirección del poder, por cierto, en aras de transformaciones sociales y políticas, según los dictados que elaboraba de manera consciente, en tanto creación programática explícitamente racional, desde la Primera Conferencia Nacional Guerrillera —la conocida como Conferencia de Boyacá— realizada en Viotá, Cundinamarca, en agosto de 1952:




El Programa del Movimiento Popular de Liberación Nacional, el cual contemplaba bajo en encabezamiento de instaurar un gobierno democrático, una serie de reivindicaciones tales como: 1) Las libertades democráticas; 2) La reforma agraria; 3) Las mejores condiciones de vida para los trabajadores; 4) La nacionalización de las minas; 5) Una justicia eficaz y gratuita; 6) Una educación obligatoria y gratuita; 7) La defensa de la soberanía nacional; 8) Un ejército nacional y democrático; y 9) Una política internacional independiente. (González, 1992, pp. 47-48)





En los orígenes históricos de las Farc adivinamos la yuxtaposición de dos tipos de resistencia: uno social, de orden campesino; y otro político, en tanto oposición armada frente a las prácticas imperantes en el régimen gubernativo, ellas de carácter autoritario; las mismas que se acompañaban por una variedad de presiones, incluida la violencia, y estuviesen originadas en las fuerzas policiales o en grupos particulares. Isauro Yosa, dirigente agrario en los años 40 y 50 refiere cómo muchos colonos y campesinos entraron a las ligas agrarias y cómo algunos de ellos se convirtieron después en dirigentes de las autodefensas, según entrevista citada por Medófilo Medina (2007).




[…] En el oriente del Tolima, en las jurisdicciones municipales de Cunday e Icononzo, el antiguo movimiento agrario del Sumapaz, dirigido por Juan de la Cruz Varela, se había transformado en guerrilla de resistencia ante la arremetida de la dictadura de Laureano Gómez, y había protagonizado entre diciembre de 1952 y marzo de 1953 la famosa Columna de Marcha, que recorrió desde El Palmar (Icononzo) y El Roble (Villarica), hasta la región del Alto Sumapaz y El Duda. (González, 1992, citado por Medina, 2007, p. 43)





Hubo acciones que enlazaban con las luchas campesinas de una década antes en las zonas hacendatarias del centro del país. Una corriente subterránea parecía conectar las movilizaciones de campesinos por la tierra en los años 20, incluso en los años 30, con las acciones de reivindicación campesina propias de los años 50, en las que tomaron parte parceleros rasos, lo mismo que dirigentes y cuadros ideológicos, que irían a formar esa especie de atmósfera cultural y de redes de solidaridad, cuya expresión tomaría cuerpo en grupos, en columnas y en comunidades armadas. Uno de cuyos antecedentes más importantes fuera la Colonia Agrícola de Sumapaz, evocada por Catherine Legrand (2007) quien se refiere a ella del siguiente modo:




[…] Sin embargo, la organización más grande e innovadora no fue un partido, sino una colonia, que surgió en la cordillera del mismo nombre al suroccidente de Bogotá. La colonia estaba conformada por más de 6.000 campesinos que reclamaban la tierra de las haciendas que se habían consolidado ilegalmente en el periodo de 1830 a 1930. Estos campesinos establecieron su propio gobierno en Sumapaz, prefigurando así la república independiente que surgiría en la misma región durante la violencia, veinte años más tarde. (p. 135)





No se trataba de simples guerrilleros, exclusivamente animados por un mito salido del mundo ideológico, religioso o nacionalista, eran comunidades empujadas por reivindicaciones que de algún modo tenían que ver con el acceso a la tierra, con unos antecedentes muy claros anclados en los conflictos agrarios, suscitados antes por la apropiación de tierras desocupadas, tal como lo ha señalado la misma Catherine Legrand (2007): “…en Colombia los intereses contradictorios de los campesinos y los de los grandes propietarios giraban alrededor de las tierras baldías” (p. 137).


Del mismo modo lo ha enfatizado Elsy Marulanda (1991), al hacer referencia al Sumapaz: “el acceso a la tierra fue el centro del conflicto, ya fuera para explotar los bosques primarios o para cultivarla” (p. 55). El período de los nuevos movimientos campesinos cubrió la década de los años 50. En sus acciones se mezclaban las peticiones de los colonos apoyados en las leyes vigentes por la titulación de sus mejoras en baldíos y la movilización por el derecho a la tierra como reivindicación frente a la excluyente estructura hacendataria (Marulanda, 1991).


Escenarios regionales se configuraron en la existencia de estas reivindicaciones respaldadas por comunidades de colonos y de campesinos; fue la región del Sumapaz, la del Tequendama en Cundinamarca y también la del sur del Tolima. La resistencia de orden político tuvo que ver con la formación de guerrillas, sobre todo liberales, para enfrentar al régimen autoritario establecido en el Estado bajo el mando del Partido Conservador, aun antes del asesinato de Gaitán, pero sobre todo después de este magnicidio.


El semigolpe de Estado de Ospina Pérez en 1949, y luego, el gobierno de Laureano Gómez y Urdaneta Arbeláez, fueron todos ellos hechos que representaron la restricción del debate público, de las garantías civiles y del ejercicio de la oposición, una auténtica dictadura civil, en reacción a la cual se produciría “una profunda movilización espontánea de defensa en los campos” (Tirado, 1989, p. 98). Dicha movilización se tradujo en el surgimiento de un vasto movimiento de guerrillas en el Llano (Franco, 1959).


Aunque mucho más pequeñas, en el interior montañoso del país emergieron otras guerrillas, unas de influencia liberal, como la de Gerardo Loaiza y sus hijos; otras, de influencia comunista las cuales se confundían con las movilizaciones de reivindicación campesina surgidas principalmente en el Tolima y en Cundinamarca. Los orígenes del fenómeno residían en la colonización y las luchas por derechos agrarios y sociales; entre 1949 y 1953 surgió un proceso, sobre todo en Chaparral, Tolima, cuyas etapas Medófilo Medina (2007) ha fijado de la siguiente manera:




1) El agrupamiento inicial y comienzo de la respuesta armada; 2) el desplazamiento de la columna de marcha; 3) el establecimiento en el Davis y la colaboración entre guerrilleros liberales y comunistas; 4) los enfrentamientos y el reagrupamiento de fuerzas; y 5) la dispersión y la transformación”. Una transformación, a propósito de la cual el mismo historiador ha agregado: “la experiencia acumulada en tres lustros de conflictos con los hacendados sirvió ahora para agrupar a colonos y peones en torno a otros métodos de acción. (p. 282)





La integración entre destacamentos de influencia comunista, movimiento agrario y acción armada, fue un hecho que apareció desde los inicios de la resistencia en 1949. Por si hiciera falta recordarlo, el historiador Medófilo Medina en su ya citada descripción sobre los orígenes de las guerrillas en Chaparral, destaca la existencia de figuras como Isauro Yosa, a la vez dirigente agrario, guerrillero y cuadro comunista. Fue un proceso de fusión entre agrarismo y guerrilla de inspiración comunista, respecto del cual ha enfatizado conclusivamente este historiador: “en 1952 ya era un hecho irreversible la incorporación en el Partido Comunista de tres de esos comandantes guerrilleros” (Medina, 2007, p. 294).


Se trata de una línea de análisis dentro de la cual también ha sido muy explícito otro historiador del fenómeno guerrillero, Eduardo Pizarro, quien ha indicado con ejemplos claros ese entrecruzamiento de movimiento agrario y resistencia armada, aunque en esta ocasión anotando el hecho de que resistentes campesinos, siendo de origen liberal, se volvieron comunistas y guerrilleros a la vez.
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